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Perdida de historia clínica

Respetada señora Amanda:

Hemos recibido su comunicación, la cual fue radicada con el número citado en el asunto, en la que consulta que acciones puede seguir contra el Hospital Simón Bolívar por haber extraviado una historia clínica de un paciente fallecido.

Al respecto nos permitimos señalar que la historia clínica es un documento privado, sometido a reserva legal, al que sólo en principio pueden acceder su titular y terceros autorizados por éste o por la ley. En esa orden de ideas, el Artículo 14 de la Resolución 1995 de 1999, expedida por el entonces Ministerio de Salud, relaciona el grupo de personas que pueden acceder a la información contenida en la historia clínica al señalar:

"Podrán acceder a la información contenida en la historia clínica, en los términos previstos en la Ley:

1. El usuario.

2. El Equipo de Salud.

3. Las autoridades judiciales y de Salud en los casos previstos en la Ley.

4. Las demás personas determinadas en la ley.

PARÁGRAFO. El acceso a la historia clínica, se entiende en todos los casos, única y exclusivamente para los fines que de acuerdo con la ley resulten procedentes, debiendo en todo caso, mantenerse la reserva legal".

Así mismo, el Artículo 23 del Decreto 3380 de 1981, reglamentario de la Ley 23 de ese mismo año, estipula que: "El conocimiento que de la historia clínica tengan los auxiliares del médico o de la institución en la cual éste labore, no son violatorios del carácter privado y reservado de ésta". (Subrayado fuera de texto).

Sobre este punto, en la Sentencia T-158 A de 2008, la Corte sostuvo:

"El carácter reservado de la historia clínica, entonces, se funda en la necesidad de proteger el derecho a la intimidad del individuo sobre una información que, en principio, únicamente le concierne a él y que, por tanto, debe ser excluida del ámbito de conocimiento público. A partir de tal consideración, en nuestro ordenamiento jurídico existen distintas disposiciones a través de las cuales se establece la naturaleza reservada de este documento y se determina quienes están autorizados para acceder a su contenido.
(…)
"Del recuento normativo señalado, se tiene que aun cuando la regla general es que la historia clínica es un documento sometido a reserva no es posible predicar de ella un carácter absoluto, particularmente, por cuanto es posible que terceros conozcan su contenido bien porque han obtenido la autorización del titular, bien porque existe orden de autoridad judicial competente que así lo establece o debido a que se trata de individuos que por razón de las funciones que cumplen en el sistema de seguridad social en salud tienen acceso a ella, lo cual se explica si se considera la utilidad de este documento como mecanismo para determinar de qué manera deben ser tratadas las dolencias de un paciente en aras de restablecer su salud.

"No obstante lo anterior, frente a terceros que no se encuentran en ninguna de las situaciones atrás descritas, la reserva sí es oponible y, en consecuencia, no es posible que respecto de ellos se produzca la circulación del dato médico contenido en la historia clínica del paciente".

En conclusión, aunque en principio el paciente es el único que puede tener acceso a la información contenida en la historia clínica y es él quien puede autorizar a terceros su conocimiento, la ley autoriza expresamente a ciertas personas para acceder a ella, por ejemplo, al equipo de salud y a las autoridades judiciales. De este modo, la definición legal de las personas que pueden conocer la información contenida en la historia clínica obedece a la estrecha vinculación que tiene dicho documento con el derecho a la intimidad de su titular, pues contiene datos determinados por la confidencialidad.

Ahora para determinar en qué falta incurre quien provoca la pérdida de la historia clínica, deberá saberse si se trata de un funcionario del sector privado o un servidor público, en este último caso, incurriría en violación al deber de "Custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o función conserve bajo su cuidado o a la cual tenga acceso, e impedir o evitar la sustracción, destrucción, ocultamiento o utilización indebidos" señalado en el numeral 5 del Artículo 34 de la Ley 734 de 2002, y habrá transgredido la prohibición:"Dar lugar al acceso o exhibir expedientes, documentos o archivos a personas no autorizadas" señalada en el numeral 21 del Artículo 35 de la citada ley,; sin embargo, consideramos que la determinación de la falta y la graduación de la sanción disciplinaria es una competencia exclusiva de la autoridad disciplinara dentro del proceso disciplinario que para el efecto se abra.

Ahora, respecto al tipo penal en que podrían verse incursos los funcionarios que presuntamente permitieron la perdida del documento, escapa a la competencia de este Ministerio determinarlo, por lo que serán las autoridades competentes las que tipifiquen el delito de ser preciso.

La anterior consulta, se atiende en los precisos términos del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, en virtud del cual, las respuestas dadas no comprometerán la responsabilidad de las entidades que las atienden, ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución, constituyéndose simplemente en un criterio orientador.
Cordialmente,

JAVIER ANTONIO VILLARREAL VILLAQUIRAN

Director Jurídico
Este documento fue tomado directamente de la página oficial de la entidad que lo emitió.
